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Ley de Transición Energética
En la práctica, concretar la 
ampliación de la línea de 
66KV Charrúa-Chillán, que 
permite triplicar su capacidad, 
podría tardar 3 años o más, 
dependiendo de la agilidad de 
los permisos y de la coordinación 
y colaboración público-privada, 
que es fundamental no solo para 
este proyecto, sino para superar 
el rezago de infraestructura 
de transmisión eléctrica que 
ha impedido dar factibilidad 
de suministro a más de 1.300 
inversiones en los rubros agrícola, 
agroindustrial y habitacional. 

C
on no poca ironía y frustración, empresarios 
y representantes gremiales comentaban  
días atrás que los esfuerzos del GORE y de 
la Corfo por atraer inversiones a la región 
no tendrían sentido, si el territorio no 

está en condiciones de acogerlas. Esto debido a que 
Ñuble carece de la infraestructura de transmisión 
eléctrica que requiere para satisfacer la demanda 
actual y futura.

La situación obedece a la falta de una adecuada 
planificación de las inversiones varios años atrás, una 
labor que corresponde a un ented técnico denomina-
do Coordinador Eléctrico Nacional. A fines de 2011, 
el escaso interés de las autoridades de la región del 
Biobío por actualizar la infraestructura de transmisión 
de la entonces provincia de Ñuble replicó la mirada 
centralista de Santiago respecto al desarrollo de las 
regiones. Y salvo excepciones, las empresas del sector 
transmisión y distribución no alzaron la voz sino hasta 
2020, cuando el problema ya estaba encima. 

Para peor, el único proyecto importante en materia 
de transmisión que tenía la región, la ampliación de 
la línea de 66KV Charrúa-Chillán, que permite tri-
plicar su capacidad (desde 27 a 90 MVA de potencia), 
fue abandonado en 2022 debido al alza de los costos, 
quedando paralizado. Después de aquello, se han 
realizado seis licitaciones del mismo proyecto, pero 
todas han fracasado debido a que el valor de referencia 
calculado por la autoridad ha estado muy alejado de 
las estimaciones del mercado.

Sin embargo, este bucle en lo que se han transfor-

mado las licitaciones de obras de ampliación de la 
transmisión en Ñuble podría llegar a su fin tras la 
reciente aprobación de la Ley de Transición Energé-
tica que no solo impulsa medidas para avanzar en el 
proceso de descarbonización de la matriz energética, 
sino también entrega herramientas para destrabar y 
agilizar la adjudicación de obras que son urgentes 
para la región. 

Se trata de una buena noticia, sin embargo, no hay 
que olvidar que los tiempos de las nuevas normas y su 
aplicación a los contratos, igual que los plazos de con-
creción de las obras, son inversamente proporcionales 
a la urgencia que se requiere en este tema. 

De hecho, aún queda la elaboración y dictación del 
reglamento de la Ley de Transición Energética, que 
debe precisamente normar los aspectos específicos 
del traspaso del proceso de licitación a manos de los 
propietarios de los proyectos -en el caso de Charrúa-
Chillán es la CGE- junto con un mecanismo transitorio 
de revisión del valor de inversión para obras paralizadas, 
a fin de permitir que continúe su construcción. 

Por otra parte, en la práctica, concretar esta obra 
podría tardar tres años o más, dependiendo de la 
agilidad de los permisos y de la coordinación y co-
laboración público-privada, que es fundamental no 
solo para este proyecto, sino para superar un rezago 
de infraestructura de transmisión eléctrica que ha 
impedido dar factibilidad de suministro a más de 1.300 
solicitudes, principalmente inversiones en los rubros 
agrícola, agroindustrial y habitacional. La región más 
pobre de Chile no lo merece.
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E
n 1979, una joven llamada 
Grace Gold, estudiante de la 
Universidad Barnard, murió 
al ser golpeada por un trozo de 
la fachada de un edificio que 

se desprendió mientras caminaba por 
una calle de Nueva York. Este trágico 
accidente en la zona de Morningside 
Heights impulsó un cambio significa-
tivo en las normativas de la ciudad. Se 
promulgó la Ley Local 10 en 1980, que 
obligaba a los propietarios de edificios 
de más de seis pisos a inspeccionar las 
fachadas cada cinco años y realizar los 
arreglos necesarios. Sin embargo, debido 
a que muchas reparaciones no se hacían 
correctamente o de manera oportuna, en 
1998 la ciudad fortaleció la normativa, con 
la Ley Local 11, que exigía un escrutinio 
más riguroso y reparaciones inmediatas 
en caso de peligro. 

Una de las consecuencias de esa 
legislación fue la proliferación de anda-
mios (scaffolding) para cubrir las áreas 
peatonales mientras se realizaban las 
inspecciones o reparaciones. En mu-
chos casos, los trabajos duraban más 
de lo previsto, lo que generó que estos 
andamios se mantuvieran instalados 
por largos períodos, incluso cuando no 
había trabajos en curso, dando lugar a 

la situación de “veredas techadas” en 
muchas zonas de la ciudad. 

Mientras asistía a la Cumbre de Líde-
res de Pacto Global pude constatar que 
este es un tema que aún afecta a Nueva 
York, ya que en la actualidad existen 
más de 300 kilómetros de andamios 
en las calles de la ciudad, algunos de los 
cuales han permanecido durante años, 
debido a retrasos en la finalización de 
obras, fechas de término de la revisión y 
reparación que alcanzan la nueva fecha 
de una nueva inspección, o por la falta 
de supervisión adecuada. Fue ahí donde 
comencé a reflexionar e hice la conexión 
respecto a lo que se podría generar si 
la Ley de Greenwashing, en proyecto, 
en Chile, no se redacta de manera bien 
pensada. 

Las empresas temerosas de ser san-
cionadas, no se atreverán a informar 
acerca de sus buenas prácticas, productos 
o servicios, en materia de sostenibili-
dad, por causa de no poder demostrar 
la trazabilidad de ellos y prefiriendo 
no comunicarlo ante posibles multas, 
que hoy en Europa, con esta ley, son 
muy severas para quienes incumplen, 
incluyendo multas que podrían ascender 
hasta el 4% de los ingresos anuales de las 
compañías infractoras. El Greenwashing 

es una práctica engañosa utilizada para 
presentarse como ambientalmente 
responsables, cuando en realidad las 
acciones no son sostenibles. Esta táctica 
de marketing, sin ética, se emplea para 
atraer a consumidores conscientes del 
medioambiente, dando la impresión 
de que productos, servicios o políticas 
son más “verdes” de lo que realmente 
son. Por ello, combatir el Greenwashing 
es necesario para la credibilidad de las 
afirmaciones y la construcción de la 
transparencia en materia de sosteni-
bilidad. Hay formas de comprobar la 
trazabilidad, como el ciclo de vida del 
producto y las certificaciones, refor-
zando así la confianza del consumidor 
en los productos etiquetados como 
ecológicos.

Pero, si finalmente, en Chile, no logra-
mos redactar una buena ley sobre esto, 
las empresas preferirán no comunicarlo, 
y la sostenibilidad quedará oculta, tapada 
por otro tipo de información y entonces 
los consumidores, no apreciaremos su 
valor, lo que sería una gran pérdida. Es 
decir, si las reglas no están bien definidas 
y ante esto, desmotivan informar acerca 
de los productos y servicios sostenibles, 
los andamios nos impedirán ver los 
edificios.

@mmlagoscc. El brillante 
Parlamento que tenemos 
hizo una ley que le permite 
a las Isapres tomarnos el 
pelo, devolviendo durante 
más de una década, dineros 
adeudados. Una vergüenza 
nacional cómo fueron capaces 
de ceder a los intereses de las 
Isapres y olvidarse de la gente. 

@mdaza_abogado. Ahora 
todos se hacen los locos, 
pero la aprobación de la ley 
corta de isapres contó con el 
respaldo del Gobierno y el voto 
transversal de parlamentarios 
del oficialismo y de oposición… 
La izquierda y la derecha unida 
jamás será vencida, en este 
caso para salvar a las Isapres a 
costa de los afiliados a quienes 
robaron.

@miltonjara. Ustedes creían 
que los mismos que les 
cobraron en exceso iban a 
tener criterio al momento de 
devolver si la ley les permitía 
acogerse al plazo de 13 años? 
O creyeron que se iban a 
“poner la mano en el corazón “ 
y “pensar en la gente”?
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